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CORTES DE APELACION 

DE LAS 

DIRECCJON 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

SEOOION DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA . 

Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBL!CA 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Miguel Cordero, 
agricultor, natural de Santiago de los Caballeros, i domiciliado en la ciu­
dad de La Vega, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Do­
mingo en funciones de Corte Marcial, de fecha veinticuatro de abril de 
mil novecientos diez i ocho, que 1o condena por el crimen de homicidio con 
circunstancias de excusa, a sufrir la pena de seis meses de prisión i pago 
de costos. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator .. 

. Oído al abogado del recurrente Dr~ Angel M. Soler) en su escrito de 
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alegatos i en sus conclu~iones,en el que se alega, como medio de casacwn, 
lo. que la sentencia impuguada ha impuesto al recurrente una pena por un 
hecho que no era delictuoso.en la época de.la vista de la cansa, porque es­
taba amparado por el Decreto de Annistía del Dr. Baez de feeha '{eintlseis 
de noviembre de mil novecientos ccltorce; 2o. que la misma sentencia pro­
nunc~ó una pena distinta de la aplicada por la ley a la naturaleza de la 
infracción, por que el hecho, tal como lo consideró el antiguo Consejo de 
Guerra, no era imputable al acusado, i en caso de que lo fuera, éste o era 
culpable de homicidio simplemente, o lo era de homicidio con circunstarl­
cias atenuantes, pero jamás podría serlo con circnstancias de excusa. 

Oído el dictamen del magistrado Prccurador General de ltt República. 

La Sup1·ema Corte, despt:i.é.c: de haber deliberado, í visto el párrafo 6o. 
del artículo 35 de la Constitución; la ley de fecha-s 20 de abril, 19 de 1111-

yo i 28 de jnnio de 1911; i los artículo3 321 i 326 del Código Penal; i los 
·.artículos 24 i 47 de la Ley sobre Procedimiento de Casaci0n. 

EN CUANTO AL PRIMER MEDIO: 

Considerando, que la frase «causas po1íticas¡¡ empleada en el artículo 
35 de la Constitución para determinar la clase de infracciones a cuyos auto­
res puede el Congreso acordar el beneficio de la annistía, no significa otra 
cosa que delitos políticos; puesto que la annistía sólo puede referirse a he­
chos punibles legalmente, i estos son o delitos comunes o delitos políticos. 

Considerando, que según la ley de fechas 20 de abril, 19 de mayo i 
28 de junio de 1911, sólo ((se reputan delitos políticos las infracciones p;·e­
vistas en las secciones 2a. i la. del CAPITULO I i en todo el CAPITULO 
li del TITULO del.libro 7o. del CAPITULO III del mismo TITULO i 
Ebro Penal de la República>). 

Considerando, que el recurrente Miguel Cordero fné declarado culpa­
ble de holl).icidio voluntario con circunstancias de excusa, por la Corte de 
Santo Domingo; hecho no comprendido enbe los delitos políticos, según 
la citada ley; i cuyo autor, por tanto, no podría obtener el beneficio de :a 
annístia; que en consecuencia, el primer medio es inadmisible. 

EN CUANTO AL SEGUNDO MEDIO. 

/ Considerando, que las circunstancias que hacen excusable el homici" 
¡ dio no han sido abandonadas porelligislador, como las circunstancias ate­
¡ nuantes a la apreciacióu. discrecional de los jueces, sino expresamente ele­
\ terminadas en los artículos 321, 324 i 325 del Código Penal; que por tan­
\ to, las circunstancias que hagan excusable el homicidio deben constar en la 
\~-~ntencia que la reconoce en favor del reo. 
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Considerando, que tal como está establecido en la sentencia impug-­
nada el homicidio de que fué declarado culpable el recurrente, no estaba 
incurso en el articulo 321 de Código Penal, puesto que no consta en la 
sentencia que de parte del ofendido precedieran inmediatamente provoca­
ción, amenazas o violencias graves; que por tanto la Corte de Santo Do­
mingo hizo una errada aplicación de los artículos 321 i 326 del Código 
Penal. 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de Apelación de San­
to Domingo impugnada en el presente recurso, i envía el asunto a la 
Corte de Apelación de Santiago. ' 

R. f. Castillo.-.lJtl. de f. González M.-P. Baez Lavastida.­
A. Woss i Gif.-A. Arredondo Miura.-Andrés J. Montolío. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jueces 
que en ella figuran, en la audiencia pública del día diez dé jlllio de mil 
novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, que certifico. 

Oct;wio Landolfi. 

Dios, Pátria i Libertad.=República O~minicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA 

SobJ•e el recurso de casación interpuesto por el señor Ernesto Beni· 
tez, come1·ciante, estab!eeido en esta ciudad, contra sentencia del Tribu­
nal de Higiene de la Peimera Circunscripción de la común de Santo 
Domingo, de fecha tres de ma_yo de mil novecient'Js diez i ocho, que lo 
condena u pagar dos pesos de multa i los costos, por el hecho de arrojar 
agua sucia por el caño de su casa. 

Oído el informe del magi.:>trado Juez Relator. 
Oído al abogado del l'eCUITente, en su e:::;crito de alegatos i en sus 

conclusiones. 
Oído el dictamen del magisteado Pmcuradoe General de la República. 
LJ. Supt'ema Cot·te, después de h<~ber· deliber~ado, i visto~ los artícu­

los 46 de la Ley de Sanidad; 4:~, inci:::;o 12, de l:1 Ley de Policía; 4 del 
Código Penal; 24 i 47 de la Ley sobre Procedimiento de Casación. 
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Oonsideeando,~que el artículo 46 de la Ley de Sanid:1d atribuye a las 
Alcaldías «como tl'ibunales de Hijiene», conocee «:de todas las con­
tt·a,venciones a los acríePdos, órdenes, disposiciones, pro\ridencias i re­

,glamentos de sanidad»; que poe tanto toda contravención t·elt1tiva a pres~ 
cl'ipciones legales de caractee saf1Ítaeio, es de la competencia de la Al­
caldía, en sus funciones especiales de Teibunal de Hijiene. 

Considerando, que el capitulo IV de la Ley de Policía, intitulado 
~Ornato e Hijiene,» contiene disposiciones que, como la que peobibe 
arrojae poe los caños de las casas agua resid!fales sucias o corrompidas, 
dejándolas formae pantanos en la boca de los caños, son evidentemente. 
de caractee sanitar·io; i por tanto el conocimiento de las conteavenciones 
que se cometan contra ellas, es de la competencia del Tribunal de Hijie­
ne; que en consecuencia la excepción de la incompetenci<1 propnest:1 poi' 
el inculpado· Ernesto Benitez era improcedente, i fué bien rechazada 
por el juez del fondo. 

Oonsidet·ando, que las leyes penales no pueden aplicar·se, por analo­
jía, a hechos distintos de aquellos expresamente defini•1os por d legisla· 
dot' como inft"ctcciones; que según los términos del inciso 12, art. 43 de 
la Ley de Policía,, el hecho de al'roj<tr, o dejar correr·, pnr los caños de 
las cas·ts, a.gLlas sucias o corrompidas, no constituye por sí solo una con­
traven:.:irh; sino que para ello es necesario que las aguas sean dej<v:las 
que formen ¡Butano en la boca de lo:; caño:;; que pc:~r tanto el Tribunal de 
Hijíene hizo una er·eada aplicación de dicho inciso en la sentencia inpug· 
nada, puesto que ni en el par·te del ajente de la policía ni en el acta del 
inspector de Sanidad consta que las aguas sucias o coerompidas aewjJ.­
das por el caño del Fausto; formasen pantano en la boca del caño. 

Por tales motivos, i sin que haya lugar a examinar el otro medio 
aducido por el recurrente, se casa sin envío por ante otro rr1·ibunal la sen­
tencáa del Tribqnal de Hijiene de la Primera Oit·cnnsct'i pción de la co 
mún de Santo Domingo, de fecha tres de mayo de mil novecientos diez i 
ocho. 

R. J. Castillo.-A. Woss i Git.-31. de J. González }}f.-- A. A1·redondo 

.Mium.--P. Baez La'/jastüla. -Andrés J. JJfontoUo.-

Dada i fir·mada ha sido la anterior sentencia por los señof·es jueces 
que en ella figuran, en la audiencia pública del día dos de agm>to de mil 

novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certioco. 

Ootcwio Lanclolfi. 
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Dios; Patria i Libertad .... República Dominic~na. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBUCA 

5 

Sobre el recur·so de casación interpuesto por el señor Jbsé Maria 
Ramos,comerciante,d()miciliado en h Bija, sección de la común del do...: 
tui, contra sentencia de la Corte de Apelación de La Vega, de.fecha. 
ea torce de diciembre de mil noYecientos diez i siete, dictada a favor de 
los señores Gineste i Chane]. 

Visto el memorial del recurso de casación depositado en la SecretaQ 
ría General, por el abogado del recurrente, quien alega contra la sentenQ 
cia impugnada,la violación de los aetículos 1154, 1254, 1905, 1907 i 2277 
del .Código Civil. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 

Oído al abogado del intimante, Lic. Rafael Castro Rivera, en su 
escrito de alegatos i en sus conclusiones. · · · 

Oído al abogado de los intimados Lic. Joaquin E, Salazar, en su 
escrito de réplica i en sus conclusiones. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Repú· 
blica. 

La Suprema Cor·te,.después de haber deUberado,i visto!3los artf<mlos., 
1134, 1907 i 2277 del Có3igo Civil; í 71 de La L~i sobre Proc~dimiento . 
de Casación. 

Considerando,que los señores Gineste i Chane! de una parte,i de la 
otra eJ señor José María Ramos,celebraron en fecha veintisiete de mar­
zo de mil novecientos nueve, por ante ~1 notario señor Félix Francisco 
Rodríguez, una convención por la cual; lo. el señor José Ma. Ramos 
reconoció «deber a los seüores Gineste i Chanel siete mil ciento sesen­
ta dollars, ochenta y n.uet•e centavos, tomádoles en mercancías i efecti-. 
vo en cuenta corrieute», hasta la fecha del convenio; 2o. los señores 
Gine:ste i Cha"Jel concedieron al señor Ramos «un término de siete 
meses» que vencería «el treintiuno de julio de mil novec;ientos nueve 

. para el pago de una cantidad parcial de tres mil dallar~, sobre la tota· 
lidad de la deuda expresada arriba»; pago que se efectuaria mensual­
mente en sumas parciales que no podrían bajar de cuatrocientos 
dollat•s cada una; 3o. para e1 pago de los restantes cuatro mil ciento. 
setenta dollars con ochentinueve centavos, mas un interés mensual de 
1 por· ciento sobl'e esta suma, el señot· José Ma. Ramos dispondría de 
un plazo de un año después del treintiuno de julio de mil noveciento~:> 
diez; '4o. en el c~so de que el señor Ramos dejase de pagar los tres mil 
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doUars en el término estipulado de siete meses, ipso facto <quedaría 
veneida» la hipoteca el treinta i uno de julio de mil novecientos nueve; 
i exijible por· t>1ntn la garantía» constituida en el contrato~ 5o. el se­
ñor R:.J.mo~garantizó el pago de las sumas de que era deudor a las seño· 
r·es Gioeste i Chane! con la hipoteca de varios inmuebles. 

Considerando, que según la sentencia impugnada a partir del 
ocho de abril de mil novecientos nueve hasta el treintiuno de diciem­
bre de mil novecientos trece, se estableció entre los señores Gineste i · 
Chanel i José Ma. Ramos, uaa nueva cuenta corriente; la cual al ser 
cortada el quince de noviembre de mil novecientos diez i seis, arrojó 
un bal.ance a f<wor del 3éñor- Ramos de $2,927. 26; incluyendo los in· 
tereses rei3í.procos capitalizados año por año; que por otra parte, según 
las misma sentencia de la deacla hipotecaria, a cuenta de la cual nin­
gún pago había sido hecho por el señor Ramo5, i a la cual se le carga­
ba el interés estipulado:d,e uno por ciento mensual, capitalizado anualo 
mente, daba el quince de noviembre de mil novecientos diez i seis un 
saldo a cargo de Ramos de $ 16. 422. 28; i que deducido de esta su· 
roa la de $13.495.08 como deuda líquida del señor Ramos a favor de los 
seño1·es Gineste i ChaneJ. 

Considerando, que conforme al artículo 1134 del Código Civil las 
eonvenciones legahriente formadas tienen fuerza de leí para aquellos 
que las han hecbo; no pueden ser revocadas sino por mútuo consen. 
timiento. o por las causas que están auto~izadas pe>r la lei; i deben 
llevart'>,e a ejecución de buena fé. · 

Considerando, que la cuenta coniente que existió entre los seño­
res Gineste i Chanei i José Ma. Ramos. antes del veintisiete de marzo 
de mil novecientos nueve, fué cerrada· definitivamente; i su balance a 
favor de los primeros convertido en la acreencia hipotecaria por el 
contrato de aquella fecha; que según lo convenido en el mismo instru· 
mEnto, el señor Ramos debía pagar al uno por ciento de interés sobre 
la cantidad de $4170.89 i LlO pagar interés alguno sobre la de $3000, 

Considerando, que no consta en la senter1eia de la Corte de Ape· 
lación de La Vega que la con•;ención del veintisiete de marzo de mil 
novecientos nueve fuera modificada o revocada por el mutuo consen­
~imientuae las partes; que la circunstancia de que los señores Gineste 
1 .c~anel no ejecutaran a su deudor en los bienes hipotecados, al ven .. 
e1m1ento de los plazos, no les cabe derecho para modificarlo por· su 
~ola voluntad el contrate, del veintisiete de marzo, carga1· a su deudor 
H•t~r·eses por los $3000, que uo los producían según el contrato i capi­
talizarlos; como tampoco para capitalizar los de los$ 4170.89; p!.!esto 
que el pago de intereses no procede sind por convenio entre partes~ 
de~anda judicial o disposición expresa de la lei; ni pueden ser capi· 
tahzados sino en vir·tud de convención especial o demanda judicial; 
que por tanto la Corte de La Vega al condenar al señor Ramos pot· su 
sentencia de fecha catorce de diciembre de mil novecientos diez i siete 
a pngar a los señores Gine:'>te i Chanella C'antidad de $13.495.02-en la 
cual estáH inclusos los intereses de los$ 3000, que segun el con~rato 



BOLETIN JUDICIAL 7 

del 27 de marzo los producían, i los intereses capitalizados de esos 
mismos intereses i de los $4170.89; violó los artículos 1134, 1154 i 1907 
del Código Civil. 

Considerandco, que no siendo de órden público la prescripción\\ / 
quinquenal de loa intereses, el medio de casación deducido de la viola· !' V 
ción del ar·tículo 2277 del Código Civil, es inadmisible, por ser un 1 

medio nuevo, puesto que o<J fué propuesto por ante los jueces de] / 
fondo. 

Conside1 ando, que la alegada violación de los artículos 1254 i 1905 
del Código Civil carece de fundamento, puesto que no habiendo el se­
ñot· Ramos hecho ningún pago a cuenta de las sumas objeto del con· 
tr·a.to del 27 de marzo, no había lugar· a hacer imputación de pagos; i 
porque el :;¡,rtículo l90S se limita a reconocer el derecho de las pet·so­
nas a convenir un interés sobre el simple préstamo en dinero, géneros 
u otr·as cosas inmobiliat·es; lo que no ha estado en discusión en la li· 
tis entt·e los señores Gineste i Chanel i el señor José Ma. Ramos. 

Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de Apelación de 
La Vega de fecha catorce de diciembre de mil novecientos diez i siete; 
envía el asunto para sn conocimiento por ante la Corte de Apelación 
de Santo Domingo i condena en costo3 a los señores Gineste i Chanel. 

H. J. Oastillo.--..Jl. de J. Conzález M.-A.- Wos.s i' Gil.- P. Báez La· 
'Vastida.-AndJ'és J . ..Jlontolío.-A. Ar1·edondo .Mim·a. 

Dada i firmada ha sido la anterior senterwia por los señores jue· 
ces que en ella tigur·an, en la audiencia pública del día dos de setiem· 
brP de mil novecientos diez i ocho, lo que vo, Secretario Gener<1l, 
certifico. 1 ~ 

Octavio Landolfi. 

Dios~ Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA. 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Eliseo Abreu, 
agricultor. natu't'al de Sabaneta, sección de la común de Jarabacoa i 
domiciliado en la misma. se<:ción, contra sentencia de la Corte de Ape· 
iación de La Vega, de fecha veintinueve de mayo de mil novecientos 
diez i ocho. 

J" 
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Vista el acta' del recurso de casación levantada en la Secr·etaría de 
la Corte-de· Apelacióa de La Vega, por los señores Licdos. JjJlias Bra· 
che hijo i Juan José Sánchez, .abogados del recurrente, quienes alegan 

·contra la sentencia impugnada la violación del artículo 379 del Código 
Penal. 

Oído el fnfoq;ne del magistmdo Juez Relator. 

Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Repú~ 
blica .. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los artí· 
culos 379 del Código Penal: ·párrafo último, de la Lei sobre Procedi· 
miento de Casación 

Considerarndo~ qué según el articulo 379 del Código Penal «el que 
con fraude sustrae una cos3, que no le pertenece, se hace reo de robo.» 

Considetando, que la sentencia impugnada establece a cargo de 
Elíseo Ab1•eu el hecho de haber vendido un becerro de la p1·opiedad de 
Jesús Durán, a sabienda de que no e1·a. suyo; pel'O que no consta en ella 
la circan:.tancia de la sustracción fmudulenta del animal; que por tan­
to, hlta en el hecho por el cual fué condPmúlo el recunente, según lo 
establece la sentencia., uno de los elementos constitutivos del delito de 
robó ctl:a'l es· la sustracc:i·ón fraud·u lentit; i en conseetrencia, la Corte de 
Ap~lación de La Vega:hbm una errada aplicación de los· artit:ul.os.379 i 
i388' del Código Penal. , 

Portales· motivos ·"Casa shr ·envío por ante ·ot.r•o tribunal la ;;;en ten· 
cia;'dela Corte de' Apelación de La Vega:, de fechJ. veintii1'ueve"de mayo. 
de mil novecientos diez i ocho. 

R. J. Oastillo.-M: de J. Gunzátez 3!.-P. Báez Lavasti/la.-.A. Wos.s 

i Gil.-Anrhes J. JY!ontotío. ---A. A'i'l'edondo. JJfium. 

Dada i fir·mada ha sido la_ anterior· sentencia por los ~eñor-es J uece~ 
que en ella figuran, en la audiencia pública del día nueve de ao·osto de 

·¡ . d" . h 1 . . ""' mL novec.J.eutos. ·t.ez ! o::· o,,, o. q .u e yo, ~Secretario General, certifico. 

Oota,uio Lattdo{fi. 
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Dios, Patria Libertad ... República O o mini cana. 

LA SUPREMA· CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBUCA 

Sobre el .recurso de casación interpuesto por el Honorable Ayunta­
miento de la Común de Azua, contra sentencia de la Corte de· Apela~ 

ción de Santo Domingo, de fecha diez i nueve de enero de mil novecien­

tos diez i ocho que declara i~admisible el recurso de apelación inter-
~ ' r 

puesto por el Honorable Ayuntamiento de la común de Azua, contra la 
sentencia del Juzgado de Primera Instancia del distrito judicial de Azua, 

pronunciada a favor de los señores Francisco Calcagno, Rosa Jorge de 

Terc, Osear García, José del Carmen Sención, Noboa & Recio, Nicolás 
~ María Ciccone, Tomás Félix i Rocco Capano, i condena al Ayuntamien­

to al pago de los costos. 

Visto el Memorial del recurso de casación depositado en la Secreta­

ría General, en el cual se alega la violación del artículo 48 de la Lei de 

Organización JudiciaL 

Oído el informe de] magistrado Juez Relator. 
Oído a los abogados dr>l intimante, Licdos. Ignacio Guerra hijo 1 

Aníbal P. Salado, en su escrito de alegatos i en sus conclusiones. 

Oído al abogado de los intimados Dr. Horacio V. Vicioso, en su 

escrito de réplica i en sus conclusiones. 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la Repú­

blica. 

La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los artícu­

los 48 de la Lei de Organización Judicial i 71 de la Leí sobre Procedi­

miento de Casación. 
Considerando, que en fecha 9-de junio de 1917, el Presidente del 

Ayuntamiento de Azua solicitó i obtuvo del Juez de Primera Instancia 

\ 

' 1 ~ 
¡! 
; i 
, ¡1 
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una ordenanzalejecutoria para perseguir el cobro de sumas que adeuda­
ban al Ayuntamiento, por concepto de patentes, algunos comerciantes 
de aquella común, conforme a la nueva clasificación hecha en el mes de 
marzo por la comisiót: que nombró el Ayuntamiento para que rectifica­
ra las clasificaciones hechas en diciembre de 1916. 

Considerando, que en ejecución de la mencionada ordenanza fué 
\ 

notificado mandamiento de_pago a los señores Francisco Ca1cagno, Rosa 

Jorge de Terc, Osear García, José del Carmen Sención, Noboa & Recio, 
Nicolás María 'ciccone, Tomás Félix i Rocco Ca pano; quienes previa 

autoriz~ción del Juez de Primera Instancia demandaron a breve término 
a1 1 'Municipio de la común de Azua," "para que oyera pedir i declarar 
nulas las clasificaciones hechas en el mes de marzo, tendientes al cobro 

de sumas por concepto :le !!atentes, i en consecuencia, sin valor ni efec­

to los mandamientos de pago que respectivamente le fueron hechos .... '' 

Considerando, que por sentencia de fecha 26 de junio de 1917, el 

Juzgado de Primera Instancia de Azua declaró improcedentes las clasifi­
caciones hechas por la comisión que funcionó en marzo del mismo año: 

1 • 

·redimidos de toda obligación a los litigantes en causa que habían satis-
fecho su contribución de patentes conforme a la clasificación hecha por 
la comisión que funcionó en diciembre de 1916; nulos i sin efectos los 
mandamientos depago de fechas 13 i 15 de junio de 1917, i -::ondenó 
en costos al Ayuntamiento. 

Considerando, qu~ el Ayuntamiento de Azua apeló de la menciona­
da sentencia; i al discutirse el asunto por ante la Corte de Apelación 
los intimados opusieron una excepción de que la. sentencia del Juzgado 
de Primera Instancia había sido dada en último recurso, por tratarse de 
demanda cuya cuantía no era superior a trescientos pesos; excepción que 
fué acojida favorablemente por la Corte de Apelación. 

Considerando, que el Ayuntamiento de Azua no persiguió a los 
citados comerciantes por una sola deuda que les fuera común, sino a ca­
da uno de ellos por una acreencia personal, cuya cuantía según la ~sen­
tencia impugnada era inferior a trecientos pesos. 

Ceusiderando, que la circunstancia de que los comerciantes per­
seguidos por el Ayuntamit:nto se juntaron para demandarlo por un solo 
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acto de emplazamiento, a fin de obtener la declaración de improcedencia 
de la nueva clasificación de patentes, i la nulidad de los _mandamientos 
de pago notificados a requerimiento del Ayuntamiento, no afecta en na­
da la natura len ni la euan tía de la suma que a cada uno pretendía co­
brar el Ayuntamiento. 

Considerando, que la demanda intentada por los señores Francisco 
Calcagno, Rosa Jorge de Terc, Osear García, José del Carmen Sención, 
Noboa & Recio,Nicolás María Ciccone,Tomás Félix i Rocco Capano, te­
nía por objeto no sólo la declaración de la improcedencia de la nueva cla­

sificación de los apatentados, que consideraban ilegal, sino también la 

nulidad del mandamiento de pago notificado a cada uno de los deman­
dantes; que por tanto, la suma a cuyo cobro tendía cada uno de esos 
mandamientos, es la que determina la cuantía del interés principal de 

la demanda, respecto de cada uno de los demandantes. 

Considerando, que aún cuando la rausa de la deuda cuyo pago 
perseguía el Ayuntamiento era la misma respecto de todos los deman­

dados, cada uno de estos era persegnidu individualmente por una suma 
determinada, cuya cuantía, según la sentenci1 impugnada, era inferior 
al límite que fija el artículo 48 de la Leí de Organización Judicial, a la 
competencia en último recurso de los Juzgados de Primera Instancia¡ 
que por tauto la Corte de Apelación de Santo Domingo no violó el artí­
culo 48 de la Lei de Organización Judicial al declarar inadmisible la 
apelación del Ayuntamiento de Azua. 

Por tales moti vos rechaza el recurso de casación in terpnesto por el 
Ayuntamiento de la común de Az;na i lo condena al p1go de los costos. 

, R.f.Castillo-NI def. Gonzalez,-11;1. P. Baez Lavastida.-A Woss 
1: Gil.-Andrés T. Montolío.-"-A. Arredondo jl¡J_iura. 

Dada i firm.1da In sido la anterior sent.encia p)r lo;; señores JUeces 

que en ella figuran, en la audiencia pública del día catorce de agosto de 
mil novecientos diez i ocho, lo que yo, Secretario General, certifico. 

(._ 

_Gctavio Landolfi. 
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LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBUCA. 1 ' 

Sobre el recurso de casación interpuesto en interés de la Ley por el 
magistrado Procurador General de la República, contra sentencia de la 
Corte de Apelación de Gantiago, de fecha diez i ocho de abril de mil no­
vecientos diez i ocho, que condena al nombrado lldefonso Lantigua, a 
sufrir la pena de cinco años de trabajos públicos, a pagar a la señora 
Ercilia Viñas viuda Jimenez una indemnización de dos mil pesos por el 
crimen de homicidio voluntario, perpetrado en la persona de Octavio J Í·· 
menez; además lo c.:mdena al pago de los costos de ambas instancias, 
quedando entendido que en el caso de no pago de los costos i de la in~ 
demnización, est.os se persignirán por medio del apremio corporal ara­
zón de un día por cada cinco pesos. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen ·del magistrado Procurador General de la R~pú­

.blica. 

La Suprema . Corte, después de haber deliberado, i vistos los artí­
culos 52 del Código Penal; 214 del Código de Procedimiento Criminal, 
i 67 de la Leí sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que por sentencia de fecha veintidos de setiembre 
de mil novecientos diez i siete, el Juzgad~ de Primera Instancia del dis­
trito judicial de Espail1at condenó a Ildefonso Lantigua, a quince años 
de trabajos públicos, al pago de costos i a una indemnización de dos 
mil pesos a favor de la madre de la víctima, parte civil. 

Considerando, que tanto el acusado como la parte civil apelaron 
contra la mencionada sentencia del Juzgado de Primera Instancia; pero 
que la parte civil omitió notificar su apelación al reo, de conformid~d 
con lo prescrito por el art. 286 del Código de Procedimiento Criminal; 
por lo cual la Corte de Apelación consideró su apelación inexistente. 

Considerando, que es un pnnc1p10 de jurisprudencia, basado,en lo 
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que dispone el art. 214 del Código de Procedimiento Cdminal, sobre la 

apelación en materia correccional, que la condición del reo no puede ser 

agravada a consecuencia de su propia apelación. 

Considerando, que habiendo la Corte de Santiago declarado ine~is­

tente la apelación de la parte civil por falta de notificación al condenado, 

sólo le competía conocer de la apelación de éste-; i sólo en interés del 

mismo podía reformar la sentencia apelada¡ que por tanto al determinar 

en su sentencia que el apremio corporal se aplicaría a razón de un día 

de prisión por cada cinco pesos, violó las reglas de su propia competencia 

e hizo una errada interpretació:t del art. 52 del Código Penal. 

Por tales motivos, casa, sólo en interés de la lei, la sentencia de la 

Corte de Apelación de Santiago de fecha diez i ocho de abril de mil no­

vecientos diez i ocho, pronunciada en el recurso de apelación áe Ildefon­

so Lantigua, en cuanto dispone que el apremio corporal se aplique a 

razón de (tl1n día de prisión por ~ada cinco 'pesos». 

R. J Castillo.-P. Báez LaFastida.-M. de f. González M.-A. 
TVoss i Gil.-Andrés T. 1Vlontolío.-A. Arredondo Miura. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jueces 

que en ella figuran en la audiencia pública del día veintiuno de agosto 

de mil novecientos diez i ocho, lo que yo, Secreta·rio General, certifico. 

Octavio Landolfi. 
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SEOOION DE LA OoRrrE DE APELAOION DE SANTO DoMINGO 

Dios, -Patria i Libertad.=-República Dominicana. 

EN NOMBRE DE LA REPUBUCA. 

En la ciudad dé Santo Domingo, a los diez i o2ho días del mes de mar­
zo de mil novecientos doce, 69 de la Independencia i 49 de la Restaura~ 
ción.-La Corte de Apelación de Santo Domingo,competentemente reuni­
da en la sala donde celeb!"a sus audiencias, compuesta de los Magistrados 
Licenciados Domingo Rodríguez Montaña, Presidente interino, por en­
fermedad del titular,- C. Armando Rodrígnez.--Pablo Báez Lavas~ida, 
Vetilio Arredondo,-J ueces; Rafael Castro Ruí:~~, Procurador General, 
asistidos del infrascrito Secretario ha/dictado, en sus atribuciones correc­
cionales, la sentencia siguiente:-En el recurso de apelación interpuesto 
por los acusados Luther King, de veinte i cuatro años de edad, estado 
soltero, de profesión mecánico, natural de Santa Cruz y ~duardo Mon­
sante, de ventidos años de edad, soltero, mecánico, natural ele esta capital 
i residente en la ciudad de San /Pedro de Macorís,contra sentencia del 
Juzgado ele Primera Instancia del Distrito Judicial ele San Pedro de Ma­
corís, que los conden3., por el hecho ele estafa en perjuicio del señor José 
Armenteros, a sufrir la pena de dos años ele prisión correccional, cien 
pesos ele multa cada uno, a la restitución del valor de dichos efectos i a 
ambos al pago de los costos; Leído: el rol por el Alguacil de Estrados de 
esta Corte, ciudadano José María Nolasco;-Oída la lectura del dispositi· 
vo de la sentencia apelada i la del acta de Apelación. -Oída: la exposi­
ción de1 hecho por el Magistrado Procurador General i la lectura de la 
lista de los testigos; ~Oída: la lectura de las declaraciones de los testi­
gos, ausentés todos; ,-Qído: a los acusados en la relación .del hecho, el pri­
mero por mediación del Intérprete J udicial;-Oíc/o: al Magis­
trado Procurador General en la lectura de su dictamen que termina co­
mo sígue: «Por estos motivos, el Ministerio · Pú blic0 opina que debéis 
reformar la sentencia apelada, condenando al autor, Luther King, a la 
pena que estiméis de justicia, i al cómplice Eduardo Monsante en cali­
dad de tal, a la pena señalada por el artículo ~9 del Código Penal para 
esta clase de delincuentes) a los dos solidariamente al pago de los costos.>} 

AUTOS VISTOS. 

RESU.L'I'ANDO:. que en las primeras horas de la noche del cator­
ce de setiembre del año pasado, el nombrado Lnther King usando el 
nombre de la familia Mallén, sorprendió al señor José Annenteros, pi-
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diéndole a nombre de la señorita Mallén dos pares de zapatos, tres doce­
nas de medias i cuatro camisas, todo lo que le fué entregado, como sir­
viente de la casa que fué hasta horas antes i acostumbrado a ir a bus­
car lo que la fa1nila deseaba; que dos días después sospechando algo Ar-­
menteros, envió un memorandum al señor Mallén, i las señoritas dije­
ron que no habían dado tal orden, i suponiendo fuera Luther King el 
<:mtor de tal hecho, invitaron a éste, a que las acompañara i lo llevaron 
a casa del señor Armenteros, quien dijo que ese mismo individuo Luther 
King había ido a su casa i pedido a nombre de ellas los efectosya expre­
sados;--Resaltando: qu~ denunciado el hecho se instruyó la correspon­
diente sumaria en la cual se evidencia que Luther King fué el autor del· 
hecho i Eduardo Monsante el encargado de vender los efectos; 
que la Cámara Calificadora indicó la jurisdicción de lo correc­
cional para conocer de la causa, de la misma que se amparó el Juzgado 
a gao i falló condenando a los acusados King i Monsante a las penas ya 
expresadas e inconformes con ese fallo apelaron i la Corte fijó la audien­
cia de hoy para conocer del recurso. 

LA CORTE DESPUES DE HABER DELIBERADO. 

CoNSIDE~ANDO: que el acusado Luther King usó el nombré 
de las ..señoritas Mallén para sorprender la buena fé del señor Armen te­
ros, que aún cuando no dijo que era cri_9-do de la casa de Mallén como 
lo fué hasta horas antes del hecho, i era- conocido conio tal, confió que 
en esa calidad sería atendido como lo fué; que este hecho calificado por 
1a ley como estafa, se haya previsto i penado por el artículo 405 del Có­
digo Penal. 

· CoNSIDERANDO: que el acusado Luther King, ha sostenido su 
negativa de ser autor del delito, pret~ndiendo echar la responsabilidad 
de él al coacnsaclo Monsante; que del expediente ha quedado evidenciado 
que King fné el autor del delito i Monsante el vendedor de los efectos;--­
Consicleranclo: que para justificar la complicidad en un robo no basta ha­
ber vendido los objetos robados, es preciso que esas ventas se hagan a 
sabiendas del orig-en de los efectos a vender; que en el caso actual no 
existe motivo jurídico que permita suponer el cot10cimieato de Monsan­
te de la estafa realizada por King;--Considerando: que en materia pe­
nal, cuando no hay pruebas del hecho ni convicción del Juez, procede la 
absolución del acusado, ordenando sea puesto inmediatamente en libertad 
si no se hallare preso por otra causa;-Considerando: que el acusado que 
sucumbe será condenado en los costos.-Por tanto i vistos los artículos 
405 del Código Penal, i 194 i 212 del de Procedimiento Criminal, que 
fueron leídos por el :!Vfagistraclo Presidente interino i dicen así: -
Artículo 405 del Codigo Penal: (( Son reos ele estllfa, i como 
tales incurren en las nenas de prisión correccional de seis meses a 
dos años i multa de ~einte a doscientos pe.sos:. 19 los que valiéndo~ 

;. : 
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se de nombres i calidades supuestas o empleando manejos fraudulentos, 
dén por cierta la existencia de empresas falsas, de créditos imaginarios, 
o de poderes que no tienen, con el :fin de estafar el todo o parte de ca pi­
tales agenos, haciendo o intentando hacer, que se les entreguen o remi­
tan fondos, billetes de banco o del tesoro, i cualquier cosa efectos pú­
blicos, muebles, obligacioncts que contengan promesas, disposiciones, 
:finiquitos o descargos; 29 los que para alcanzar el mismo objeto hicie­
ron nacer ·la esperanza o el temor de un accidente o de cualquier otro 
acontecimiento quimérico. · 

Los. reos de estafas podrán ser también condenados a la a~cesoria de 
la inhabilitación absoluta o especial para los cargos y oficios de que trata 
el artículo 42, sin perjuicio de lás penas que pro¡mncie el Código para 
los casos de falsedad.))-· Artículo 1'94 del de Procedimiento Criminal: 
<~Toda sentencia de condena_ contra el procesado i contra las personas 

' 6ivilmente responsables del delito o contra la parte civil, los condenará 
a las costas. L:1s costas se liqnid:1rán p::>r la S::cretaría.>>--., 4.rtícufo 212 
del mismo Código: c<Si la sentencia se reformare porque el hecho no 
se reputa del~to ni contravención de p::>licía por ninguna ley, la Corte 
absolverá al acusado i .fallará, si hnbiere lugar. sobre sus daños i perjui- · 
dos.>>-La Corte d,e Apelación de Santo Domingo, admini:5trando J usti­
cia, en Nombre de la 'República, por autoridad de la Ley, en mérito de . 

-los artículos citados i oído el dictam::!n del M:t.gistrad.o Pro~urador Gene--: 
ral, falla·: 19 reformar la sentencia recLtrrida i en consecuencia· conde­
na al acusado Luther King,natural de la parte Holandesa de Santa CrUz, á 
la pena de un año de prisión correccional, por . el hecho de estafa, cien 
pesos de multa i la restitución de los objetos estafados i pago de costos 
pro~esales; segundo: absolver al coacusado Eduardo Monsante de la 
acusación que se le fué imputa, p::>r insuficiencia de pruebas.-I por es­
ta nuestra sentencia definitiva, ásí se manda i firma. 

D. RodlÍguez .Montaño.,-C. Armando Rodríguez.-Vetilio Arre­

dondo.-Pablo Báez Lavastida.-Octavio Landolfi, Secretario. 

Dada i firmada ha sid~ la anterior sentencia p)r lo:; señores Presi · 
dente i Jueces que componen esta Corte de Apelación d'e S1,nto D)min- · 
go, celebrando audienda pública el. mismo día, mes i año arriba expre- . 
sados; la que fué firmada, leída i publicada por mí, Secretario, que. cer-
tifico. · 

Octa vio Landolfi . 
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